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Presentación


 En los últimos años se ha podido observar con cierta claridad la atención que las distintas Administraciones han puesto sobre una materia propia del impuesto sobre sociedades como son las operaciones vinculadas y los precios de transferencia. Tanto es así que las normas de operaciones vinculadas han pasado de simples normas anti-elusión o de lucha contra el fraude a convertirse en auténticas normas de configuración de los tributos como pueden serlo otras normas de valoración o deducibilidad, como las amortizaciones o las provisiones. No obstante, las normas en España han impuesto a las operaciones realizadas entre las denominadas «partes vinculadas» una serie de obligaciones de documentación nada desdeñables y que, como se expondrá a lo largo de este manual, deben ser cumplidas exhaustivamente ya que, sin duda alguna, están y van a estar en el «radar» de las Administraciones.

Por ello, este manual analizará en profundidad cual es la normativa de aplicación respecto a la obligación de documentar las operaciones vinculadas y los precios de transferencia en el conjunto del Estado Español, incluyendo tanto el territorio común o estatal como los territorios forales de las Comunidades Autónomas del País Vasco y Navarra que cuentan con potestad tributaria en el impuesto sobre sociedades. Además, se incluirán referencias a la doctrina administrativa y jurisprudencial en relación con determinados aspectos de la obligación de documentación y se desarrollarán una serie de procedimientos y esquemas a través de los cuales se podrá elaborar la documentación de un modo sencillo y práctico.

1.  Concepto de operaciones vinculadas y precios de transferencia

Sin ánimo de exhaustividad, se expone brevemente una noción de las operaciones vinculadas y los precios de transferencia por si el lector no estuviera del todo familiarizado con el tema. Se podrían definir las operaciones vinculadas como aquellas operaciones o transacciones del tipo que sean que son realizadas entre dos o más entidades que forman parte de un mismo grupo o se encuentre vinculadas de acuerdo con alguno de los supuestos que marca la Ley del Impuesto sobre Sociedades. Generalmente, los casos de vinculación más habituales son los de entidades que forman parte de un mismo grupo de acuerdo con el artículo 42 del Código de Comercio y el caso de las relaciones entre un socio y su sociedad. No obstante, la casuística puede ser muy numerosa y, en ocasiones, compleja.

A este tipo de operaciones entre partes vinculadas la Ley les otorga un régimen especial en cuanto a su valoración y les impone la obligación de que sean valoradas «por su valor de mercado». Este concepto de valor de mercado es definido, a su vez, como el «que se habría acordado por personas o entidades independientes en condiciones que respeten el principio de libre competencia». Es decir, el valor de mercado de una operación entre partes vinculadas debería ser reflejo del valor que partes no vinculadas pacten para una operación semejante a la vinculada. Este valor de la operación vinculada es el que se denomina como «precio de transferencia» y, como se verá a lo largo de este manual, debe contar la documentación necesaria para demostrar que se ajusta con el valor de mercado.

Pero ¿por qué son tan importantes estos precios de transferencia? Básicamente, la enorme trascendencia de las operaciones vinculadas y los precios de transferencia radica en la posibilidad que otorga a los grupos de empresas y multinacionales de ubicar los ingresos y los gastos en aquellas entidades o jurisdicciones que más ventajas fiscales les ofrezcan.

Basta un simple ejemplo para comprender esta importancia. Un grupo de empresas decide realizar una operación entre dos entidades del grupo por la cual la entidad A residente en el país A le vende una maquina a la entidad B residente en el país B. Supongamos que el tipo de gravamen del impuesto sobre sociedades en el país A es el 30% mientras que en el país B es el 20%. En las siguientes tablas se muestra como un cambio en el precio de la operación vinculada manteniendo el resto de las magnitudes sin cambios provoca un importante ahorro en la carga impositiva del grupo.


 Tabla 1 – Ejemplo de caso práctico (I)







	Si el precio de la operación vinculada es 1.000


	Tributación en A, siendo el tipo el 30%
	Tributación en B siendo el tipo el 20%



	Ingresos
	1.000
	Ingresos
	2.000



	Gastos fijos
	600
	Gastos fijos
	300



	Otros gastos
	0
	Otros gastos
	1.000



	Beneficio
	400
	Beneficio
	700


	Beneficio total del grupo en A y B = 1.100


	Impuesto pagado
	400 x 30% = 120
	Impuesto pagado
	700 x 20% = 140


	Total, impuestos pagados por el grupo en A y B = 260




Como puede verse en la tabla anterior, si el valor de la operación es 1.000 y teniendo en cuenta los gastos fijos y otros gastos que ambas entidades han soportado en el ejercicio, donde se incluye el coste de la operación para B, el grupo habría obtenido un beneficio total del 1.100 lo que le ha supuesto una carga impositiva por el impuesto sobre sociedades total de 260, que se corresponden con 120 en A y 140 en B. A continuación, se muestra lo que ocurre cuando el precio de la operación vinculada se modifica, en este caso, a la baja.


 Tabla 2 – Ejemplo de caso práctico (II)







	Si el precio de la operación vinculada es 700


	Tributación en A, siendo el tipo el 30%
	Tributación en B siendo el tipo el 20%



	Ingresos
	700
	Ingresos
	2.000



	Gastos fijos
	600
	Gastos fijos
	300



	Otros gastos
	0
	Otros gastos
	700



	Beneficio
	100
	Beneficio
	1.000


	Beneficio total del grupo en A y B =1.100


	Impuesto pagado
	100 x 30% = 30
	Impuesto pagado
	1.000 x 20% = 200


	Total, impuestos pagados por el grupo en A y B = 230




Por otra parte, si el valor de la operación vinculada es 700, puede verse como, manteniendo los gastos fijos inalterados, el beneficio del grupo es el mismo que en el ejemplo anterior, 1.100, pero la carga fiscal soportada por el grupo es sustancialmente inferior, 230 frente a 260. Esto se debe a que, al disminuir el valor de la operación vinculada, se han reducido los ingresos y, por tanto, el beneficio en A que es el país donde el tipo de gravamen del impuesto es más elevado. Por otra parte, al reducirse el coste de la operación vinculada para B, el beneficio obtenido es mayor por lo que la tributación también es mayor. No obstante, al ser el tipo del impuesto sobre sociedades más bajo en B, la tributación del grupo en términos totales es más baja.

Este ejemplo no precisa necesariamente de dos jurisdicciones ya que podría darse el mismo caso entre dos empresas que siendo residentes en el mismo país tributen en tipos de gravamen distintos por su tamaño u otros supuestos similares de aprovechamiento de créditos fiscales o bases imponibles negativas.

Parece claro, por tanto, que puede resultar tentador para los contribuyentes buscar cual es el mejor precio para sus operaciones vinculadas teniendo en cuenta la posible optimización de la carga fiscal derivada de estos precios de transferencia. Más aun teniendo en cuenta la neutralidad en cuanto a ingresos y gastos que suponen estas operaciones en sede del grupo ya que lo que para una entidad supone un ingreso para la otra supondrá un gasto.

Es en este contexto en el cual surge la obligación por parte de los contribuyentes de valorar sus operaciones vinculadas de acuerdo con el valor de mercado y para demostrar o justificar que, efectivamente, el valor coincide con el de mercado, las distintas Administraciones han impuesto a los contribuyentes la obligación de elaborar una documentación justificativa de estos precios. Esta documentación de operaciones vinculadas deberá estar a disposición de la Administración y tendrá un contenido preciso y delimitado por las normas fiscales, así como por las recomendaciones internacionales adoptadas en esta materia. Dicha obligación de documentación de operaciones vinculadas y precios de transferencia es el objeto central de este manual.

2.  Objetivo del manual

Es preciso aclarar que este manual no pretende ser un manual sobre la fiscalidad de las operaciones vinculadas ni sobre los precios de transferencia ya que, en la actualidad, ya existen abundantes textos al respecto cuya suficiencia y notoriedad están más que acreditados. Por el contrario, este manual se centra exclusivamente en la obligación de documentación que se deriva del régimen de operaciones vinculadas y precios de transferencia. Una obligación nacida del espíritu de lucha contra el fraude de la norma y alineado a las tendencias internacionales desarrollada en esta materia en los últimos años. Además, se complementará esta obligación de documentación con referencias a la obligación de información que acompaña y cierra el círculo de los requerimientos formales en materia de operaciones vinculadas y precios de transferencia en España.

De este modo, el manual que en estas páginas se presenta parte de la necesidad del autor de trasladar una serie de inquietudes y experiencias profesionales a una obra que sirva de ayuda para todos aquellos profesionales que en algún momento de su trayectoria se han visto desbordados por el trabajo de documentación de operaciones vinculadas. La labor de documentación, tal y como se describe en el presente manual, es, sin duda alguna, la clave de bóveda del régimen de operaciones vinculadas ya que constituye la prueba última ante la Administración y será el mecanismo adecuado para justificar el valor de mercado y evitar las sanciones. En la práctica se ha demostrado la eficacia y la necesidad de elaborar una documentación de operaciones vinculadas que sirva al objetivo de justificar que el valor otorgado por el contribuyente es acorde al valor normal de mercado.

Por tanto, esta tarea debe ser liderada por un experto en la materia con sólidos conocimientos fiscales ya que esta especialidad puede tener implicaciones en otras ramas del impuesto sobre sociedades o en el impuesto sobre la renta de las personas físicas. No obstante, en torno a este profesional deberá conformarse un equipo multidisciplinar en el que cada profesional tendrá que aportar conocimientos específicos sobre las distintas ramas de la actividad del contribuyente cuya documentación se va a preparar. Obviamente, tal equipo multidisciplinar dependerá del tamaño de la organización y de la envergadura de las operaciones a documentar. Sin embargo, es conocido que no siempre se dispone de tales recursos en las empresas o grupos por lo que la tarea de elaborar esta documentación, en ocasiones, recae en perfiles cuyas tareas principales son otras. En cualquier caso, para todos ellos es este manual y su lectura detenida les brindará la oportunidad de dar los primeros pasos en la tarea hasta elaborar una documentación correcta y suficiente para los objetivos que persigue.

Así, este manual parte de un doble enfoque en el cual la teoría y la práctica deben unirse para que la tarea de documentación de las operaciones vinculadas pueda realizarse satisfactoriamente, tal y como, a continuación, se detalla.

2.1.  Enfoque teórico

La normativa de operaciones vinculadas a nivel nacional e internacional tiene un marcado carácter formalista ya que introduce una extensa serie de requisitos formales que deben ser cumplidos con precisión en los respectivos documentos. Para ello, este manual analizará en los Capítulos I a III los requisitos que cada una de las normas que resultan de aplicación introducen al respecto de la documentación de operaciones vinculadas. Este análisis normativo parte de una perspectiva global y conectada de las obligaciones de documentación que está presente en las normativas de aplicación en todo el territorio español, así como en aquellas regulaciones elaboradas por organismos supranacionales con relevancia en la materia. Además, se mostrará el análisis de la regulación de la obligación de documentación en materia de operaciones vinculadas de ocho jurisdicciones escogidas por ser aquellas que mayor volumen de relaciones comerciales (importación y exportación) realizan con España.

Asimismo, en el Capítulo IV se incluirá un análisis de las sanciones que la normativa en España ha introducido para forzar el cumplimiento voluntario de esta obligación y castigar a aquellos contribuyentes que evadan su deber a este respecto o lo cumplan de un modo insuficiente.

2.2.  Enfoque práctico

Una vez se haya expuesto toda la normativa relevante a este respecto, este manual aportará en los Capítulos V a VII un contenido de tipo más accesible y menos técnico con el cual el lector pueda llevar a la práctica todas las obligaciones y recomendaciones que las distintas normas introducen a este respecto.

En primer lugar, se mostrarán brevemente algunas de las sentencias, resoluciones y demás doctrina administrativa en relación con aspectos relevantes de la obligación de documentación y de su régimen sancionador para que el lector pueda comprender la interpretación que determinados estamentos han hecho de los preceptos normativos antes expuestos.

Posteriormente, este manual introducirá una serie de pautas o recomendaciones para la elaboración de cada uno de los documentos que las normas establecen con base en las cuales los profesionales que afronten la tarea de preparar una documentación de operaciones vinculadas puedan basarse y ver así aligerada la carga que esta labor conlleva.

Por último, este manual propone una serie de esquemas «tipo» para cada uno de los documentos que las normas exigen en nuestro país. Todas estas recomendaciones y pautas se basan en un conjunto de buenas prácticas observadas por el autor a lo largo de su experiencia en la materia y pretenden aportar luz a una labor que, a menudo, se muestra ardua e ingrata con el profesional dado que puede consumir una gran cantidad de tiempo y recursos.







Capítulo I Breve introducción a la regulación en materia de operaciones vinculadas y precios de transferencia


 Este capítulo muestra de un modo breve y sin ánimo de exhaustividad la regulación actual en materia de operaciones vinculadas y precios de transferencia cuya obligación de documentación se desgranará en profundidad en los próximos capítulos. La importancia de estos conceptos ha quedado demostrada en el capítulo anterior por lo que ahora es preciso mostrar cual es la regulación actual en esta materia y cómo afecta a los contribuyentes. Como podrá verse, la regulación en esta materia es relativamente reciente y ha sufrido un proceso paulatino pero firme de consolidación en los últimos años hasta el punto de que en la actualidad es una materia esencial en el tráfico jurídico empresarial, así como en los procedimientos de comprobación e inspección seguidos por las Administraciones en todo el mundo.

Esta normativa se podría decir que bebe de dos fuentes esenciales que tienden a complementarse y a obtener mayor eficacia cuando se aplican en consonancia. La primera es, sin duda alguna, la normativa que el Estado Español por medio de sus distintas administraciones tributarias ha elaborado a este respecto. Básicamente, se trata de las normativas del impuesto sobre sociedades a nivel estatal y foral y de los reglamentos de desarrollo de estas. La segunda gran fuente de la que se nutre la regulación de precios de transferencia es toda la normativa internacional elaborada a estos efectos. Como se verá, este conjunto de normas emanadas de distintos organismos de los que España es miembro suponen el necesario complemento de las normas internas que precisan de uno criterios interpretativos para su correcta aplicación.

1.  Normativa aplicable en materia de operaciones vinculadas y precios de transferencia

En primer lugar, es preciso señalar la normativa que resulta de aplicación en el contexto de las operaciones vinculadas y los precios de transferencia. Dado que este manual se enfoca desde una perspectiva global, a continuación, se citan las Directrices de la OCDE (1)  en esta materia, así como a otros desarrollos normativos elaborados en el seno de la Unión Europea (en adelante, «UE»). Posteriormente, se analizarán la normativa estatal, así como las distintas normativas forales que existen a este respecto. Asimismo, serán objeto de análisis las distintas recomendaciones y guías que la AEAT (2)  y otros organismos han elaborado a estos efectos.

1.1.  Normativa de la OCDE y de la UE

La OCDE es un organismo formado por 37 países en la actualidad (3)  y se encarga, entre otras cosas, de elaborar políticas para favorecer los estándares de tributación de las compañías multinacionales en materia de operaciones vinculadas. Además, el Modelo de Convenio de la OCDE (4)  establece en su artículo 9 establece la posibilidad de gravar la renta en otro estado contratante cuando «dos empresas (asociadas) estén, en sus relaciones comerciales o financieras, unidas por condiciones aceptadas o impuestas que difieran de las que serían acordadas por empresas independientes». Se introduce en este punto una primera referencia a la necesidad de acordar un valor de mercado en las operaciones entre partes vinculadas que, como se verá, cuenta con un enorme desarrollo en las Directrices de la OCDE.

No obstante, las recomendaciones o directrices que de este órgano emanan no se incorporan directamente al ordenamiento jurídico estatal ni foral, sino que sirven de criterios interpretativos de los preceptos positivados por las distintas leyes y reglamentos de desarrollo del impuesto sobre sociedades. Tal es su importancia, que el propio preámbulo de la LIS establece que «debe tenerse en cuenta que la interpretación del precepto que regula estas operaciones debe realizarse, precisamente, en concordancia con las Directrices de Precios de Transferencia de la OCDE y con las recomendaciones del Foro Conjunto de Precios de Transferencia de la UE, en la medida en que no contradigan lo expresamente señalado en dicho precepto, o en su normativa de desarrollo».

De acuerdo con este preámbulo, en el mismo se citan, además de las Directrices de la OCDE, las recomendaciones del Foro Conjunto de Precios de Transferencia de la Unión Europea (en adelante, «FCPT-UE»). Este organismo fue creado por la Comisión Europea en junio del año 2002 y está formado por «un grupo de expertos al que encargó la búsqueda de soluciones prácticas a los problemas derivados de la aplicación del principio de plena competencia, particularmente dentro de la UE (5) ». No obstante, dado que los impuestos directos no son una materia armonizada a nivel de la UE, como si pueden ser los impuestos indirectos, en concreto, el IVA, la producción de recomendaciones de este organismo ha sido sensiblemente menor que la de la OCDE.

Es preciso señalar que el papel de estas normativas no es otro que el de ayudar en la interpretación de los desarrollos normativos internos en materia de operaciones vinculadas existentes en España. Constituyen el denominado «soft-law» que, en palabras de la propia Audiencia Nacional, «no viene dotado de los efectos propios de las normas jurídicas, pero puede llegar a poseer relevancia jurídica (6) », en referencia a los comentarios al Modelo de Convenio de la OCDE como interpretación de los Convenios de Doble Imposición (en adelante, «CDIs»), y añade que «el hecho de que los Estados sigan habitualmente las cláusulas articuladas en estos modelos OCDE cuando concluyen sus CDIs, posee gran relevancia práctica y dota a estos modelos de unos efectos nada desdeñables tanto de cara a la interpretación de estos CDIs como de cara a la coordinación internacional de los diferentes sistemas fiscales estatales». Por otra parte, el Tribunal Económico Administrativo Central (en adelante, «TEAC») ha indicado que las recomendaciones del Comité de Asuntos Fiscales de la OCDE no constituyen normas jurídicas y, por tanto, no poseen tal efecto, salvo que se incorporen a una norma jurídica, ya sea una norma española o un tratado internacional ratificado por España (7) .

Por otra parte, en el seno de la UE, se aprobó la Directiva (UE) 2016/881 del Consejo, de 25 de mayo de 2016, que modifica la Directiva 2011/16/UE en lo que respecta al intercambio automático obligatorio de información en el ámbito de la fiscalidad, que es la que se encarga de introducir la obligación de preparar una información país por país por parte de los grupos multinacionales europeos y que se denomina como DAC 4.

1.2.  Normativa estatal y foral aplicable en España

Como continuación a la normativa emanada de la OCDE y de la UE, los distintos estamentos con potestad tributaria en España han procedido a adaptar y desarrollar las distintas regulaciones en materia de operaciones vinculadas y precios de transferencia. De este modo, el presente manual analizará, a continuación, la normativa aplicable en territorio común o general (8) , así como las adaptaciones que de ésta han hecho las administraciones forales en cumplimiento de sus competencias en materia tributaria. Además, se incluirá una breve referencia al concepto de operación vinculada y su valoración contenida en el Plan General Contable vigente en nuestro país.

Esencialmente, como se verá más adelante en este manual, la normativa estatal y la foral tanto en Navarra como en la Comunidad Autónoma del País Vasco regulan las operaciones vinculadas y los precios de transferencia de un modo semejante. No obstante, cada administración ha introducido ligeras modificaciones o adaptaciones a este régimen que hacen que el estudio detallado de las distintas normas sea necesario de cara a aplicar debidamente esta norma anti-elusión en cada territorio con propiedad.

2.  Directrices de la OCDE aplicables en materia de precios de transferencia

Las «Directrices de la OCDE aplicables en materia de precios de transferencia a empresa multinacionales y administraciones tributarias (9) » (en adelante, «Directrices de la OCDE o las Directrices»), publicadas en julio de 2017, pretenden ser una revisión de informes anteriores del Comité de Asuntos Fiscales de la OCDE referidos a operaciones vinculadas y precios de transferencia, así como otras cuestiones conexas en relación con la tributación de las empresas multinacionales. El informe principal se denominó «Precios de Transferencia y Empresas Multinacionales» en 1979 y fue derogado por el Consejo de la OCDE en 1995. En este año 1995 se adoptaron las actuales Directrices que han ido sufriendo progresivos cambios y actualizaciones en su redacción a lo largo del tiempo para llegar a la versión actual de 2017.

Es preciso señalar que el principal avance cualitativo y cuantitativo en lo que respecta al contenido y utilidad de estas Directrices se originó con el proyecto BEPS (10)  (denominado en inglés «Base Erosion and Profit Shifting») que dio como resultado la publicación el 12 de febrero de 2013 del Informe denominado «Lucha contra la erosión de la base imponible y el traslado de beneficios (11) » por parte de la OCDE y el consiguiente «Plan de acción contra la erosión de la base imponible y el traslado de beneficios (12) » también de 2013 (en adelante, «Plan BEPS») en el cual se crearon 15 acciones para luchar contra la evasión fiscal entre las que destaca a los efectos de este manual la Acción 13 que será la encargada de «reexaminar la documentación sobre precios de transferencia (13) ». Las 15 acciones del plan BEPS y su objetivo principal son las siguientes:


	
•  Acción 1 – Abordar los retos de la economía digital para la imposición

	
•  Acción 2 – Neutralizar los efectos de los mecanismos híbridos

	
•  Acción 3 – Refuerzo de la normativa sobre compañías foráneas controladas (en inglés, controlled foreign corporation o «CFC»)

	
•  Acción 4 – Limitar la erosión de la base imponible por vía de deducciones en el interés y otros pagos financieros

	
•  Acción 5 – Combatir las prácticas fiscales perniciosas, teniendo en cuenta la transparencia y la sustancia

	
•  Acción 6 – Impedir la utilización abusiva de convenios fiscales

	
•  Acción 7 – Impedir la elusión artificiosa del estatuto de establecimiento permanente

	
•  Acciones 8 a 10 – Asegurar que los resultados de los precios de transferencia están en línea con la creación de valor

	
•  Acción 11 – Evaluación y seguimiento de BEPS

	
•  Acción 12 – Exigir a los contribuyentes que revelen sus mecanismos de planificación fiscal agresiva

	
•  Acción 13 – Reexaminar la documentación sobre precios de transferencia

	
•  Acción 14 – Hacer más efectivos los mecanismos de resolución de controversias

	
•  Acción 15 – Desarrollar un instrumento multilateral que modifique los convenios fiscales bilaterales



En paralelo a estas Directrices de la OCDE, se desarrollaron por parte de las Naciones Unidas también en 2017 el Manual Práctico sobre Precios de Transferencia (14)  que directamente cita los desarrollos de la OCDE en materia de documentación de operaciones vinculadas, por lo que tal obra no va a ser objeto de análisis en el presente manual. No obstante, la tercera edición revisada de este manual publicada en abril de 2021 aporta mayor claridad y utilidad respecto a las ediciones anteriores de 2017 y 2013. Cabe destacar de este manual de las Naciones Unidas que aporta una serie de guías para numerosos países del mundo en su parte «D» que puede resultar de enorme utilidad como un primer acercamiento a la fiscalidad de estos territorios.

2.1.  La acción 13 de BEPS

La acción 13, como se indicaba anteriormente, tiene su origen en el mandato que el Plan de Acción BEPS introduce con vistas a «desarrollar normas relativas a la documentación sobre precios de transferencia para aumentar la transparencia hacia la administración tributaria, teniendo en cuenta los costes de cumplimiento para las empresas (15) ». Tales normas, añade, «incluirán el requisito de que las empresas multinacionales suministren a todos los gobiernos pertinentes la información necesaria sobre la asignación mundial de sus ingresos, la actividad económica y los impuestos pagados entre los países, aplicando un modelo común (16) ».

Así, el informe final (17)  que contiene la Acción 13 del Plan BEPS se publicó 5 de octubre de 2015 en su versión en inglés y, posteriormente, el 12 de diciembre de 2016 en su versión en español. Este informe plantea un enfoque basado en tres niveles de documentación bien definidos y delimitados entre sí para obligar «a los contribuyentes a articular de manera coherente sus posiciones en materia de precios de transferencia y proporcionarán a las administraciones tributarias información útil (18) » para cumplir tres objetivos básicos:


	
1.  «Evaluar el riesgo en materia de precios de transferencia;


	
2.  optimizar la utilización de los recursos de inspección;


	
3.  y, en caso de inspección, aportar información para iniciar y orientar el procedimiento inspector (19) ».




Estos tres niveles de documentación, como se analizará más adelante, son el Master file, el Local file y el Informe país por país y en su conjunto pretenden «contribuir a que las administraciones tributarias puedan determinar si las empresas han incurrido en prácticas de precios de transferencia u otras que tengan por objeto trasladar artificialmente cantidades sustanciales de beneficios a países en los que reciben un tratamiento fiscal favorable (20) ».

Esta obligación de documentación será objeto de estudio concreto más adelante en este manual ya que en esta acción 13 del Plan BEPS tiene su origen la redacción del actual Capítulo V de las Directrices de la OCDE. Simplemente, cabe mencionar, por último, que el propio texto del informe menciona el mandato esencial de equilibrio por el que las jurisdicciones participantes deberán ponderar siempre «las necesidades de información de las administraciones tributarias, las preocupaciones relativas al uso indebido de la información y los costes y cargas de cumplimiento que recaen sobre las empresas (21) ».

2.2.  Las Directrices de la OCDE de 2017

Así, tal y como se explica en el propio prefacio de las Directrices actuales, estas se han modificado sucesivamente a lo largo del tiempo desde su publicación inicial por el Consejo de la OCDE el 13 de julio de 1995 y «seguirán completándose con pautas adicionales referidas a otros aspectos de los precios de transferencia y se examinarán periódicamente en un proceso continuo de revisión (22) ». En el año 2010 se publicó una nueva versión actualizada de estas Directrices. Sin embargo, la modificación que más destaca, ya que es esencial para la obligación de documentación objeto de análisis en este manual, es la efectuada por el Informe sobre la Acción 13 del Plan BEPS, «Documentación sobre precios de transferencia e informe por país», aprobado por el consejo el 1 de octubre de 2015. Hasta entonces la obligación de documentación regulada por el Capítulo V era breve e insuficiente para el objetivo de armonizar y aclarar el alcance de tal obligación y es a partir de esta renovación cuando la documentación de operaciones vinculadas logra una enorme notoriedad y desarrollo.

El documento actual de las Directrices es un documento extenso y con una gran utilidad en el ámbito de las operaciones vinculadas en todos sus niveles. A pesar de ser un documento de consenso, publicado por un organismo que recoge las voluntades e inquietudes de sus numerosos países miembros, aporta mucha información sobre cómo afrontar el análisis de una operación vinculada, sus efectos y la documentación necesaria para su justificación. En este sentido, conviene destacar que estas Directrices contienen una serie de recomendaciones respecto al tratamiento de las operaciones vinculadas cuyos destinatarios son empresas multinacionales y administraciones tributarias por partes iguales.

El objetivo último de estas Directrices, en relación con el artículo 9 del Modelo de Convenio de la OCDE, es el de aplicar el principio de plena competencia a las operaciones entre partes vinculadas de modo que «tomando como referencia las condiciones que hubieran concurrido entre empresas independientes en operaciones comparables efectuadas en condiciones igualmente comparables (es decir, en una "operación no vinculada comparable") el objeto del principio de plena competencia es tratar a los miembros de un grupo multinacional como si operaran como empresas independientes en lugar de como partes inseparables de una sola empresa unificada (23) ».

Estas Directrices se estructuran en 9 capítulos a los que se añaden una serie de anexos con información complementaria para el desarrollo de estos. El contenido de cada uno de los capítulos es el siguiente:


	
•  Capítulo I – El principio de plena competencia

	
•  Capítulo II – Metodología para la determinación de los precios de transferencia

	
•  Capítulo III – Análisis de comparabilidad

	
•  Capítulo IV – Procedimientos administrativos destinados a evitar y resolver las controversias en materia de precios de transferencia

	
•  Capítulo V – Documentación

	
•  Capítulo VI – Consideraciones específicas aplicables a los activos intangibles

	
•  Capítulo VII – Cuestiones de aplicación específica a los servicios intragrupo

	
•  Capítulo VIII – Acuerdos de reparto de costes

	
•  Capítulo IX – Reestructuración de empresas y precios de transferencia



Como puede verse, las Directrices dedican el Capítulo V a la documentación necesaria para justificar la adecuada valoración de las operaciones vinculadas donde se explican los criterios generales y el contenido de los distintos informes que deben conformar la documentación. Además, se introducen cuatro anexos a este capítulo que añaden información relativa al Master File, al Local File y al Informe por país, así como su proceso de implementación. Más adelante, se analizarán los puntos más destacados que contiene el Capítulo V de estas Directrices.

2.3.  Los Pilares Uno y Dos y las nuevas Directrices de la OCDE

El trepidante ritmo al que avanzan las relaciones empresariales y los negocios en el mundo actual impulsados por un proceso de digitalización y crecimiento casi imparables provocan continuamente que algunas normas de la fiscalidad internacional resulten antiguas con cierta frecuencia. Lo mismo ocurre con la tecnología, las redes sociales, las modas y otras tendencias que casi «de un día para otro» quedan obsoletas y fuera de uso por la sociedad. Esto provoca que la OCDE y otros organismos internacionales, así como las Administraciones luchen para adaptar sus regulaciones y sus prácticas a un entorno tan cambiante y desafiante.

En un notable esfuerzo por tratar de reforzar y actualizar la fiscalidad internacional, la OCDE junto con un marco de trabajo que incluye a 130 países ha alcanzado un acuerdo (24)  el día 1 de julio de 2021 respecto al proyecto de reforma que consta de dos pilares y cuyo plan de implementación se prevé que sea finalizado en octubre del mismo año. En primer lugar, el Pilar Uno «garantizará una distribución más justa de los beneficios y los derechos fiscales entre los países con respecto a las empresas multinacionales más grandes, incluidas las empresas digitales. Se reasignarán algunos derechos impositivos sobre las empresas multinacionales de sus países de origen a los mercados donde realizan actividades comerciales y obtienen beneficios, independientemente de si las empresas tienen presencia física allí» según esta publicación de la OCDE. Por otra parte, el Pilar Dos «busca establecer un suelo o un límite a la competencia sobre el impuesto sobre la renta de las empresas, mediante la introducción de una tasa impositiva corporativa mínima global que los países pueden utilizar para proteger sus bases impositivas (25) » que, según se ha publicado en el acuerdo alcanzado, será del 15%. Como es lógico, estas medidas tendrán un impacto directo en las políticas de precios de transferencia de los grupos multinacionales y en la forma de tributar las operaciones vinculadas que cada jurisdicción establezca.

De modo paralelo y complementario a estos pilares, la OCDE trabaja también para publicar una edición revisada de las Directrices de la OCDE para finales del año 2021 que traerá una esperada revisión y actualización de estas. Presumiblemente, esto debería significar que las obligaciones de documentación que en este manual se analizan puedan verse afectadas, al menos, en lo que a las materias de reparto de la carga tributaria puedan referirse. En cualquier caso, habrá que estar a lo que finalmente se publica respecto a estos documentos de consenso y ver cuál es la adaptación que las distintas administraciones hacen en España de tales documentos.

3.  Foro Conjunto de Precios de Transferencia de la Unión Europea

Desde su creación en el año 2002, este organismo ha venido elaborando una serie de resoluciones y recomendaciones en el ámbito de los precios de transferencia con una notable constancia. Así, los principales documentos que ha elaborado son códigos de conducta, guías e informes que, a pesar de no tener fuerza vinculante por no ser recogidos directamente por normas internas ni por la regulación comunitaria al uso, como, por ejemplo, las directivas, tienen una notable influencia en el ámbito del soft-law. Del mismo modo que se indicaba anteriormente para las normas emanadas de la OCDE, estas guías, códigos de conducta e informes van a ayudar a interpretar las normas internas en materia de precios de transferencia y operaciones vinculadas cuando así lo aconseje la práctica.

Como se indicaba, han sido muy diversos los documentos que en materia de precios de transferencia ha elaborado este organismo todos ellos enfocados en «crear un marco común de precios de transferencia para coordinar y hacer que las normativas domésticas funcionen conjuntamente de un modo efectivo y eficiente», tal y como expresa el apartado dedicado al Foro en la página web de la Comisión Europea (26) . Cabe destacar que este Foro ha trabajado en todas las materias relacionadas con los precios de transferencia por lo que, a continuación, se enumeran algunos de sus trabajos más recientes y destacados:


	
•  Informe sobre la aplicación del método de reparto del beneficio de marzo de 2019. Este informe pretende aportar claridad sobre conceptos clave en el uso de este complejo método y sobre las condiciones en las cuales se recomienda su uso.

	
•  Informe sobre el control de los precios de transferencia en la UE de octubre de 2018. Este informe introduce diversas recomendaciones para Administraciones y contribuyentes, así como pretende fomentar la cooperación estrecha en lo relativo a los controles de precios de transferencia.

	
•  Informe sobre el uso de técnicas de valoración económica para precios de transferencia de septiembre de 2017. Con este informe el Foro pretende mostrar una descripción pormenorizada de las técnicas de valoración y de los elementos específicos que deben ser tenidos en consideración cuando se usen en el análisis de precios de transferencia.

	
•  Informe sobre el uso de comparables en la UE de octubre de 2016 que introduce recomendaciones con el objetivo de incrementar la objetividad y la transparencia de las búsquedas de comparables para precios de transferencia.



Por otra parte, es muy destacable la contribución del FCPT-UE en el ámbito del Convenio Europeo de Arbitraje de 1990 por el cual se establece un procedimiento para la resolución de disputas por doble imposición entre empresas vinculadas en distintos estados miembros de la UE.

Sin embargo, a los efectos de este manual es preciso analizar la resolución relativa a la obligación de documentación. Así, el 27 de junio de 2006 se publicaba la «Resolución del Consejo y de los Representantes de los Gobiernos de los Estados miembros reunidos en el seno del Consejo de 27 de junio de 2006 relativa a un Código de Conducta sobre la documentación relacionada con los precios de transferencia exigida de las empresas asociadas en la Unión Europea».

Respecto a su efectividad, destaca esta resolución que el Código de Conducta constituye un «compromiso político y no afecta a los derechos y obligaciones de los Estados miembros ni a los ámbitos de competencia respectivos de los Estados miembros y de la Comunidad resultantes del Tratado por el que se constituye la Unión Europea». Más adelante, se analizarán las recomendaciones de documentación introducidas por este Código de Conducta.

4.  Normativa estatal

En la actualidad, la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, «LIS») y el Real Decreto 634/2015, de 10 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, «RIS») son las normas fundamentales de que dispone el ordenamiento jurídico estatal para regular todo lo relativo al régimen de operaciones vinculadas y precios de transferencia. Dicho régimen ya aparecía recogido por las normas que con anterioridad han regulado el Impuesto de Sociedades, por ejemplo, el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, «TRLIS»), vigente hasta 31 de diciembre de 2014.

Hay que destacar que el propio preámbulo de la LIS otorga una gran importancia a este régimen ya que indica que «el tratamiento fiscal de las operaciones vinculadas constituye un elemento trascendental internacionalmente». No obstante, la gran reforma en lo que al régimen de operaciones vinculadas y precios de transferencia respecta se introdujo por la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal que modificó el TRLIS y su reglamento de desarrollo para recoger todas las novedades y actualizaciones necesarias en la materia.

Volviendo a la norma actual, la LIS contiene el artículo 18 que se encarga de sentar las bases del régimen aplicable a las operaciones entre partes vinculada. En resumen, este artículo 18 de la LIS establece las siguientes normas en cada uno de sus apartados:


	
•  El apartado primero regula el concepto central de valoración a mercado de las operaciones vinculadas sobre el que pivota toda la regulación de las operaciones vinculadas y los precios de transferencia. Este valor de mercado a aplicar se define como «aquel que se habría acordado por personas o entidades independientes en condiciones que respeten el principio de libre competencia».

	
•  El apartado segundo define todos y cada uno de los tipos de vinculación entre personas físicas y jurídicas que se deben considerar a estos efectos. Así, se recogen hasta 8 tipos de vinculación distintos. Cabe mencionar que uno de estos tipos de vinculación hace referencia al concepto de grupo para el cual remite directamente a los criterios del artículo 42 del Código de Comercio, tal y como se analizará más adelante. En este sentido, cabe citar que el propio preámbulo de la LIS establece que «es novedosa la restricción del perímetro de vinculación, perímetro que fue escasamente alterado en la Ley 36/2006 y respecto del cual se ha puesto de manifiesto la necesidad creciente de restringir los supuestos de vinculación en el ámbito de la relación socio-sociedad, que queda fijado en el 25 por ciento de participación».

	
•  El apartado tercero recoge la obligación de mantener a disposición de la Administración la documentación que sirva al «objeto de justificar que las operaciones efectuadas se han valorado por su valor de mercado». La definición y caracterización de esta documentación se remite al reglamento que, como se verá más adelante, contiene los criterios para elaborar tales documentos. No obstante, la LIS contiene en este apartado dos normas elementales para la elaboración de los documentos, como son la proporcionalidad y la suficiencia como ejes rectores del esfuerzo que deben realizar los obligados tributarios de cara a preparar tal documentación. En este sentido, las Directrices de la OCDE de Julio de 2017 establecen que «un elemento primordial que hay que tener en cuenta al elaborar dichas normas es el equilibrio entre, por una parte, la utilidad de los datos para las administraciones tributarias a efectos de la evaluación del riesgo relacionado con los precios de transferencia y otros fines y, por otra, el incremento de las cargas de cumplimiento que recaen en los contribuyentes (27) ». Además, en este tercer apartado se introduce los requisitos para aplicar el régimen simplificado de documentación, así como una serie de excepciones a la aplicación de este.

	
•  El cuarto apartado del artículo 18 de la LIS contiene la definición de cada uno de los 5 métodos de valoración que se deben aplicar a la hora de valorar las operaciones realizadas entre partes vinculadas. Dicha relación de métodos no supone una lista cerrada ni se impone ninguna jerarquía entre métodos. Además, la propia norma contiene una cláusula de cierre en la que faculta a los obligados tributarios a subsidiariamente «utilizar otros métodos y técnicas de valoración generalmente aceptados que respeten el principio de libre competencia».


	
•  Respecto a la prestación de servicios entre partes vinculadas, el apartado quinto del artículo 18 de la LIS establece que tales servicios deben producir «una ventaja o utilidad a su destinatario». Además, este apartado introduce la posibilidad de que, en aquellos casos en que no sea posible «la individualización del servicio recibido o la cuantificación de los elementos determinantes de su remuneración» se podrá «distribuir la contraprestación total entre las personas o entidades beneficiarias de acuerdo con unas reglas de reparto que atiendan a criterios de racionalidad».

	
•  Se introduce en el apartado sexto un «puerto seguro» respecto a la consideración como valor de mercado de las operaciones llevadas a cabo por un socio profesional, persona física, en la prestación de servicios a la sociedad de la cual sea accionista cuando se cumplan unos requisitos.

	
•  El apartado séptimo establece los requisitos que deben cumplir los acuerdos de reparto de costes de bienes o servicios suscritos entre personas o entidades vinculadas y remite al reglamento para el desarrollo de los requisitos de tal acuerdo.

	
•  En el apartado octavo se introduce la posibilidad de que, en caso de que el convenio de doble imposición lo permita, se pueda incluir en la base imponible del contribuyente las rentas estimadas por operaciones internas realizadas con sus establecimientos permanentes en el extranjero, valoradas de acuerdo con su valor de mercado.

	
•  Respecto a los acuerdos previos de valoración en materia de operaciones entre parte vinculadas, el apartado noveno del artículo 18 de la LIS establece el régimen en el que estos deben desarrollarse de modo bilateral o multilateral y siempre basándose en el principio de plena competencia.

	
•  Los apartados décimo a decimotercero concretan el procedimiento de comprobación de las operaciones vinculadas para corregir estas de modo que cumplan con el principio de libre competencia anteriormente expuesto. Además, se introducen los ajustes a realizar en los supuestos en que se determine que el valor convenido es distinto del valor de mercado y el régimen sancionador por la falta de aportación o la aportación de forma incompleta, o con datos falsos, de la documentación.

	
•  Por último, este artículo 18 de la LIS introduce en el apartado decimocuarto una cláusula de cierre por la cual el valor de mercado a efectos del IS, del IRPF y del IRNR no tendrá efectos para otros impuestos y viceversa, salvo disposición expresa a tal efecto.



Por otra parte, el RIS regula en sus artículos 13 a 36 el desarrollo normativo de los preceptos contenidos de forma general por la LIS en su artículo 18, tal y como se ha expuesto con anterioridad. A modo ilustrativo, el contenido de tales artículos es el siguiente:


	
•  El artículo 13 introduce las obligaciones de documentación, entendiendo como tales la elaboración del informe país por país, la documentación del grupo y la documentación del contribuyente. Además, este apartado señala aquellas operaciones que por sus características quedan excluidas de forma general de la obligación de documentación.

	
•  El artículo 14 regula los requisitos del reporte a la Administración de la información contenida en el informe país por país.

	
•  A continuación, el artículo 15 desgrana el contenido que, a través de cinco apartados, debe ser incluido en la documentación relativa al grupo al que pertenece el contribuyente, generalmente denominada «Master file». Además, incluye la excepción a esta obligación de documentación para grupos cuyo importe neto de la cifra de negocios no supere los 45 millones de euros. Este artículo y el siguiente, junto con los mismos artículos que las normas forales han introducido, van a centrar el desarrollo de este manual por lo que se recomienda hacer una lectura de este manual siempre junto con estos artículos.

	
•  Por su parte, el artículo 16 establece la información que, a través de tres apartados, se deben incluir en la documentación del contribuyente, generalmente denominada «Local file». Este artículo, además, incluye la posibilidad de elaborar una documentación simplificada, con unos requisitos menores, para aquellos contribuyentes cuyo importe neto de la cifra de negocios (en adelante, «INCN») no supere los 45 millones de euros.

	
•  El artículo 17 recoge los cinco factores básicos que deben ser analizados de cara a determinar si dos operaciones son comparables, así como el proceso para determinar la comparabilidad entre operaciones. Estos cinco factores que conforman el denominado análisis de comparabilidad son:
	
1.  Las características específicas de los bienes o servicios objeto de las operaciones vinculadas.

	
2.  Las funciones asumidas por las partes en relación con las operaciones objeto de análisis, identificando los riesgos asumidos y ponderando, en su caso, los activos utilizados.

	
3.  Los términos contractuales de los que, en su caso, se deriven las operaciones teniendo en cuenta las responsabilidades, riesgos y beneficios asumidos por cada parte contratante.

	
4.  Las circunstancias económicas que puedan afectar a las operaciones vinculadas, en particular, las características de los mercados en los que se entregan los bienes o se prestan los servicios.

	
5.  Las estrategias empresariales.





	
•  El artículo 18 recoge los requisitos de los acuerdos de reparto de costes suscritos entre personas o entidades vinculadas.

	
•  El artículo 19 desarrolla el procedimiento de comprobación de las operaciones vinculadas.

	
•  El artículo 20 regula el procedimiento de restitución patrimonial derivada de las diferencias entre el valor convenido y el valor de mercado de las operaciones vinculadas.

	
•  Los artículos 21 a 36 regulan el régimen de los acuerdos previos de valoración, ya sean unilaterales o multilaterales.



Por otra parte, es preciso señalar que en los últimos años el auge de las operaciones vinculadas y los precios de transferencia en España ha provocado que esta materia sea seguida muy de cerca por la Administración que, además, ha hecho importantes desarrollos en su estructura y funcionamiento para adaptarse y desarrollar una mayor vigilancia sobre el tema.

De hecho, el Plan Anual de Control Tributario y Aduanero para el año 2021 (28)  publicado en el Boletín Oficial del Estado del día 1 de febrero de 2021 ya introduce un especial foco en aspectos relacionados con operaciones vinculadas y precios de transferencia. Este plan, a su vez, se enmarca en el Plan Estratégico 2020-2023 dedicado a orientar la actuación de la Administración tributaria y constituyendo el «instrumento central de planificación» de esta.

En este sentido, en las directrices del Plan de 2021 se indica que, en relación con el Informe país por país, «seguirán desarrollándose los trabajos de análisis de riesgos dirigidos a la detección de prácticas de erosión fiscal que deban ser combatidas de acuerdo con los nuevos estándares internacionales derivados del citado proyecto BEPS» y «se completará el desarrollo del nuevo sistema automatizado de análisis de riesgos en precios de transferencia basado en todo el conjunto de información disponible sobre operaciones vinculadas con el que actualmente cuenta la Administración tributaria» durante el año 2021.

Respecto a la obligación de documentación que se analiza en este manual, dice el Plan que «se prestará especial atención en 2021 al cumplimiento de las obligaciones de documentación e información en materia de precios de transferencia, incidiendo igualmente en el análisis sustancial de la valoración de funciones, activos y riesgos contenidos en dicha documentación. En 2021 se realizará una campaña tendente a verificar el adecuado cumplimiento de las obligaciones de información sobre operaciones vinculadas que, desde 2016, deben declararse en un modelo específico (modelo 232)».

5.  Normativa Foral del País Vasco

En la Comunidad Autónoma del País Vasco, cada uno de los tres territorios históricos que componen esta comunidad han desarrollado su propia normativa en materia del impuesto sobre sociedades y, por tanto, en materia de documentación de operaciones vinculadas y precios de transferencia. A continuación, se exponen brevemente los tres regímenes de operaciones vinculadas y precios de transferencia de cada territorio foral vasco.

5.1.  Álava

En el territorio histórico foral de Álava, la regulación del impuesto sobre sociedades se establece en la Norma Foral 37/2013, de 13 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, «NFISA») y en el Decreto Foral 41/2014, de 1 de agosto, que aprueba el Reglamento del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, «DFISA»).

En concreto, los artículos 42 a 46 de la NFISA contienen los principios generales rectores de las operaciones vinculadas en Álava de un modo semejante al relatado con anterioridad para el territorio general en la LIS, aunque con ciertos matices de orden y contenido en los preceptos.


	
•  En primer lugar, el artículo 42 de la NFISA contiene los siguientes apartados:
	
—  El primer apartado de este artículo introduce el concepto general de valor de mercado definido como «aquél que se habría acordado por personas o entidades independientes en condiciones de libre competencia, y para determinarlo se compararán las circunstancias de las operaciones vinculadas con las circunstancias de operaciones entre personas o entidades independientes que pudieran ser equiparables». Pero, además, este apartado primero introduce los factores que se deben tener en cuenta para desarrollar el análisis de comparabilidad en términos similares a los contenidos en la normativa estatal anteriormente citados.

	
—  El segundo apartado introduce la potestad de comprobación y regularización que sobre estas operaciones ostenta la Administración.

	
—  El tercer apartado contiene los distintos supuestos de vinculación que la norma alavesa considera que dan lugar a personas o entidades vinculadas a estos efectos. Un total de diez casos que, de modo semejante al estatal, recogen los supuestos más habituales de vinculación. No obstante, este apartado introduce dos supuestos adicionales respecto a la norma estatal en sus letras i) y j). El apartado i) recoge la vinculación de una entidad no residente en territorio español y sus establecimientos permanentes en el mencionado territorio, mientras que el apartado j) establece la vinculación cuando dos entidades que formen parte de un grupo que tribute en el régimen de los grupos de sociedades cooperativas.

	
—  Por último, el apartado cuarto introduce los cinco métodos de valoración habituales en la práctica de precios de transferencia, así como la cláusula de cierre que permite utilizar otros métodos alternativos de modo subsidiario en idéntico sentido al regulado en la normativa estatal. Tampoco se incluye una jerarquía entre métodos a estos efectos.





	
•  A continuación, el artículo 43 de la norma alavesa regula las obligaciones de documentación a través de 11 apartados:
	
—  El primer apartado introduce la obligación que tienen los obligados tributarios de «mantener a disposición de la Administración» la documentación correspondiente, así como de «aportar, a requerimiento de la Administración Tributaria, la documentación establecida en este artículo y en sus normas de desarrollo reglamentario, la cual deberá estar a disposición de la Administración Tributaria a partir de la finalización del plazo voluntario de presentación de la autoliquidación del impuesto».

	
—  El apartado segundo establece los principios generales que van a regir la documentación de operaciones vinculadas, así como los dos documentos que serán necesarios a tales efectos, es decir, la documentación del grupo y la documentación del contribuyente.

	
—  El tercer apartado se encarga de enumerar el contenido que debe tener la documentación del grupo al que pertenece el contribuyente, a través de un total de 9 puntos.

	
—  A continuación, el apartado cuarto introduce los apartados que deberá contener la documentación del contribuyente en un total de 5 puntos.

	
—  Los apartados quinto a noveno regulan las exoneraciones a las obligaciones de documentación anteriormente establecidas, así como las excepciones a estas exoneraciones de documentación. En estos apartados se introducen, además, una serie de «puertos seguros» en cuanto a la valoración de determinadas operaciones vinculadas que conllevan la exoneración en la obligación de elaborar la documentación. Tales «puertos seguros» se analizarán más adelante en este manual en los Capítulos III y VI.

	
—  Por último, los apartados décimo y undécimo establecen los requisitos de la obligación de información país por país, así como el contenido que esta habrá de tener.





	
•  Los artículos 44 a 46 establecen los restantes elementos de la normativa alavesa en materia de operaciones vinculadas. Así, el artículo 44 establece los criterios para una adecuada prestación de servicios intragrupo, así como para los acuerdos de reparto de costes. Por su parte, el artículo 45 introduce los parámetros que van a regir la interpretación de estas normas en materia de operaciones vinculadas, con remisión a las Directrices de la OCDE y del Foro Conjunto en materia de Precios de Transferencia de la UE, y los parámetros en los que se van a desarrollar los procedimientos de comprobación por parte de la Administración. Por último, el artículo 46 introduce el régimen sancionador en materia de documentación de operaciones vinculadas.



Por otra parte, el DFISA introduce, en lo que respecta al desarrollo del régimen de operaciones vinculadas, los siguientes artículos:


	
•  El artículo 15 regula el «puerto seguro» respecto a la consideración como de mercado de las operaciones llevadas a cabo por socios profesionales, persona física, en la prestación de servicios a su sociedad en términos semejantes a la norma estatal, aunque con pequeñas diferencias. Entre otras diferencias, la normativa alavesa exige que el 85% del resultado del ejercicio previo a la deducción de las retribuciones se corresponda la prestación de servicios de la totalidad de los socios profesionales a la entidad, mientras que la norma estatal exige un 75%.

	
•  Los artículos 16 al 20 introducen una serie de matizaciones respecto a las obligaciones de documentación y sus exoneraciones establecidas en el artículo 43 de la norma del impuesto sobre sociedades.

	
•  El artículo 21, por su parte, desarrolla el contenido y alcance de la documentación específica del contribuyente cuando se trate de microempresas, pequeñas empresas o personas físicas, siempre que no se trate de operaciones realizadas con personas o entidades residentes en países o territorios considerados como paraísos fiscales.

	
•  El artículo 21 bis introduce ciertos aspectos formales respecto a la obligación de información país por país como continuación de los regulado por el artículo 43 de la NFISA en su apartado décimo.

	
•  El artículo 22 amplía el contenido de la potestad de comprobación de que dispone la administración al respecto del valor de mercado en las operaciones vinculadas. Este artículo impone, entre otras cuestiones procedimentales, la obligación de documentar en un acta separada cuando en el procedimiento de inspección se proceda a la regularización del valor de operaciones vinculadas.

	
•  Los artículos 23 a 28 regula el procedimiento para alcanzar acuerdos previos de valoración entre la administración y los obligados tributarios mientras que los artículos 29 a 31 regulan lo propio respecto a los acuerdos con otras Administraciones tributarias.



5.2.  Vizcaya

En el territorio histórico foral de Vizcaya, la regulación del impuesto sobre sociedades se establece en la Norma Foral 11/2013, de 5 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, «NFISV») y en el Decreto Foral de la Diputación Foral de Vizcaya 203/2013, de 23 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, «DFISV»).

En términos casi idénticos a los recogidos por la normativa alavesa anteriormente expuesta, la NFISV introduce en sus artículos 42 a 46 todo el régimen general de las operaciones vinculadas y del valor de mercado en estas operaciones.


	
•  En primer lugar, el artículo 42 contiene los siguientes apartados:
	
—  El primer apartado establece la definición de valor normal de mercado como «aquél que se habría acordado por personas o entidades independientes en condiciones de libre competencia, y para determinarlo se compararán las circunstancias de las operaciones vinculadas con las circunstancias de operaciones entre personas o entidades independientes que pudieran ser equiparables». Además, este artículo introduce los cinco factores del análisis de comparabilidad en términos similares a los contenidos en la normativa estatal anteriormente citados.

	
—  El segundo apartado introduce la potestad de comprobación y regularización que de estas operaciones dispone la Administración.

	
—  El tercer apartado contiene los distintos supuestos de vinculación que la norma vizcaína considera que dan lugar a personas o entidades vinculadas. Un total de diez casos que de modo semejante al estatal recogen los supuestos más habituales de vinculación que incluyen los casos que añadía la normativa alavesa respecto a la estatal, que anteriormente se citaban.

	
—  Por último, el apartado cuarto introduce los cinco métodos de valoración habituales en la práctica de precios de transferencia, así como la cláusula de cierre que permite utilizar otros métodos de modo subsidiario en idéntico sentido al regulado en la normativa estatal.





	
•  Por su parte, el artículo 43 establece las obligaciones de documentación y todo el contenido que estas deben tener por medio de los siguientes apartados:
	
—  El primer apartado introduce la obligación que tienen los obligados tributarios de «mantener a disposición de la Administración» la documentación correspondiente, así como de «aportar, a requerimiento de la Administración Tributaria, la documentación establecida en este artículo y en sus normas de desarrollo reglamentario, la cual deberá estar a disposición de la Administración Tributaria a partir de la finalización del plazo voluntario de presentación de la autoliquidación del impuesto».


	
—  El apartado segundo establece los principios generales que van a regir la documentación de operaciones vinculadas, así como los dos documentos que serán necesarios a tales efectos, es decir, documentación del grupo y documentación del contribuyente.

	
—  El tercer apartado se encarga de enumerar el contenido que debe tener la documentación del grupo al que pertenece el contribuyente, a través de un total de 9 puntos.

	
—  A continuación, el apartado cuarto introduce los apartados que deberá contener la documentación del contribuyente en un total de 5 puntos.

	
—  Los apartados quinto a noveno regulan las exoneraciones a las obligaciones de documentación anteriormente establecidas, así como las excepciones a estas exoneraciones de documentación. En estos apartados se introducen una serie de «puertos seguros» en cuanto a la valoración de determinadas operaciones vinculadas que conllevan la exoneración en la obligación de elaborar la documentación. Tales «puertos seguros» se analizarán más adelante en este manual en los Capítulos III y VI.

	
—  Por último, los apartados décimo y undécimo establecen los requisitos de la obligación de información país por país, así como el contenido que esta habrá de tener.

	
—  Los artículos 44 a 46 establecen los restantes elementos de la normativa vizcaína en materia de operaciones vinculadas. Así, el artículo 44 establece los criterios para una adecuada prestación de servicios intragrupo, así como para los acuerdos de reparto de costes. Por su parte el artículo 45 introduce los parámetros que van a regir la interpretación de estas normas en materia de operaciones vinculadas, con remisión a las Directrices de la OCDE y del Foro Conjunto en materia de Precios de Transferencia de la UE, y los parámetros en los que se van a desarrollar los procedimientos de comprobación por parte de la Administración. Por último, el artículo 46 introduce el régimen sancionador en materia de documentación de operaciones vinculadas.







Por otra parte, el DFISV introduce, en lo que respecta al desarrollo del régimen de operaciones vinculadas, los siguientes artículos:


	
•  El artículo 15 regula el «puerto seguro» respecto a la consideración como de mercado de las operaciones llevadas a cabo por socios profesionales, persona física, en la prestación de servicios a su sociedad en términos semejantes a la norma estatal, aunque con pequeñas diferencias. Entre otras diferencias, la normativa vizcaína exige que el 85% del resultado del ejercicio previo a la deducción de las retribuciones se corresponda la prestación de servicios de la totalidad de los socios profesionales a la entidad, mientras que la norma estatal exige un 75%, como se veía anteriormente.

	
•  Los artículos 16 al 20 introducen una serie de matizaciones respecto a las obligaciones de documentación y sus exoneraciones establecidas en el artículo 43 de la norma del impuesto sobre sociedades.

	
•  El artículo 21, por su parte, matiza el contenido y alcance de la documentación específica del contribuyente cuando se trate de microempresas, pequeñas empresas o personas físicas, siempre que no se trate de operaciones realizadas con personas o entidades residentes en países o territorios considerados como paraísos fiscales.

	
•  El artículo 21 bis introduce ciertos aspectos formales respecto a la obligación de información país por país como continuación de lo regulado por el artículo 43 en su apartado décimo.

	
•  El artículo 22 amplía el contenido de la potestad de comprobación de que dispone la administración al respecto del valor de mercado en las operaciones vinculadas. Este artículo impone, entre otras cuestiones procedimentales, la obligación de documentar en un acta separada cuando en el procedimiento de inspección se proceda a la regularización del valor de operaciones vinculadas.

	
•  Los artículos 23 a 28 regula el procedimiento para alcanzar acuerdos previos de valoración entre la administración y los obligados tributarios mientras que los artículos 29 a 31 regulan lo propio respecto a los acuerdos con otras Administraciones tributarias.



5.3.  Guipúzcoa

En el territorio histórico foral de Guipúzcoa, la regulación del impuesto sobre sociedades se establece en la Norma Foral 2/2014, de 17 de enero, del Impuesto sobre Sociedades del Territorio Histórico de Guipúzcoa (en adelante, «NFISG») y en el Decreto Foral 17/2015, de 16 de junio, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, «DFISG»).

En términos casi idénticos a los recogidos por las normativas alavesa y vizcaína anteriormente expuestas, la NFISG introduce en sus artículos 42 a 46 todo el régimen general de las operaciones vinculadas y del valor de mercado en estas operaciones.


	
•  En primer lugar, el artículo 42 contiene los siguientes apartados:
	
—  El primer apartado establece la definición de valor normal de mercado como «aquél que se habría acordado por personas o entidades independientes en condiciones de libre competencia, y para determinarlo se compararán las circunstancias de las operaciones vinculadas con las circunstancias de operaciones entre personas o entidades independientes que pudieran ser equiparables». Además, este artículo introduce los cinco factores del análisis de comparabilidad en términos similares a los contenidos en la normativa estatal anteriormente citados.

	
—  El segundo apartado introduce la potestad de comprobación y regularización que de estas operaciones dispone la Administración.

	
—  El tercer apartado contiene los distintos supuestos de vinculación que la norma alavesa considera que dan lugar a personas o entidades vinculadas. Un total de diez casos que de modo semejante al estatal recogen los supuestos más habituales de vinculación que incluyen los casos que añadían las normativas alavesa y vizcaína respecto a la estatal, que anteriormente se citaban.

	
—  Por último, el apartado cuarto introduce los cinco métodos de valoración habituales en la práctica de precios de transferencia, así como la cláusula de cierre que permite utilizar otros métodos de modo subsidiario en idéntico sentido al regulado en la normativa estatal.





	
•  Por su parte, el artículo 43 establece las obligaciones de documentación y todo el contenido que estas deben tener por medio de los siguientes apartados:
	
—  El primer apartado introduce la obligación que tienen los obligados tributarios de «mantener a disposición de la Administración» la documentación correspondiente, así como de «aportar, a requerimiento de la Administración Tributaria, la documentación establecida en este artículo y en sus normas de desarrollo reglamentario, la cual deberá estar a disposición de la Administración Tributaria a partir de la finalización del plazo voluntario de presentación de la autoliquidación del impuesto».

	
—  El apartado segundo establece los principios generales que van a regir la documentación de operaciones vinculadas, así como los dos documentos que serán necesarios a tales efectos, es decir, documentación del grupo y documentación del contribuyente.

	
—  El tercer apartado se encarga de enumerar el contenido que debe tener la documentación del grupo al que pertenece el contribuyente, a través de un total de 9 puntos.

	
—  A continuación, el apartado cuarto introduce los apartados que deberá contener la documentación del contribuyente en un total de 5 puntos.

	
—  Los apartados quinto a noveno regulan las exoneraciones a las obligaciones de documentación anteriormente establecidas, así como las excepciones a estas exoneraciones de documentación. En estos apartados se introducen una serie de «puertos seguros» en cuanto a la valoración de determinadas operaciones vinculadas que conllevan la exoneración en la obligación de elaborar la documentación. Tales «puertos seguros» se analizarán más adelante en este manual en los Capítulos III y VI.

	
—  Por último, los apartados décimo y undécimo establecen los requisitos de la obligación de información país por país, así como el contenido que esta habrá de tener.





	
•  Los artículos 44 a 46 establecen los restantes elementos de la normativa guipuzcoana en materia de operaciones vinculadas. Así, el artículo 44 establece los criterios para una adecuada prestación de servicios intragrupo, así como para los acuerdos de reparto de costes. Por su parte, el artículo 45 introduce los parámetros que van a regir la interpretación de estas normas en materia de operaciones vinculadas, con remisión a las Directrices de la OCDE y del Foro Conjunto en materia de Precios de Transferencia de la UE, y los parámetros en los que se van a desarrollar los procedimientos de comprobación por parte de la Administración. Por último, el artículo 46 introduce el régimen sancionador en materia de documentación de operaciones vinculadas.



Por otra parte, el DFISG introduce, en lo que respecta al desarrollo del régimen de operaciones vinculadas, los siguientes artículos:


	
•  El artículo 15 regula el «puerto seguro» respecto a la consideración como de mercado de las operaciones llevadas a cabo por socios profesionales, persona física, en la prestación de servicios a su sociedad en términos semejantes a la norma estatal, aunque con pequeñas diferencias tal y como se veía anteriormente para Álava y Vizcaya. Entre otras diferencias, la normativa guipuzcoana exige que el 85% del resultado del ejercicio previo a la deducción de las retribuciones se corresponda la prestación de servicios de la totalidad de los socios profesionales a la entidad, mientras que la norma estatal exige un 75%, como se veía anteriormente.

	
•  Los artículos 16 al 19 introducen una serie de matizaciones respecto a las obligaciones de documentación y sus exoneraciones establecidas en el artículo 43 de la norma del impuesto sobre sociedades.

	
•  El artículo 20, por su parte, matiza el contenido y alcance de la documentación específica del contribuyente cuando se trate de microempresas, pequeñas empresas o personas físicas, siempre que no se trate de operaciones realizadas con personas o entidades residentes en países o territorios considerados como paraísos fiscales.

	
•  El artículo 20 bis introduce ciertos aspectos formales respecto a la obligación de información país por país como continuación de los regulado por el artículo 43 en su apartado décimo.

	
•  El artículo 21 amplía el contenido de la potestad de comprobación de que dispone la administración al respecto del valor de mercado en las operaciones vinculadas. Este artículo impone, entre otras cuestiones procedimentales, la obligación de documentar en un acta separada cuando en el procedimiento de inspección se proceda a la regularización del valor de operaciones vinculadas.

	
•  Los artículos 22 a 28 regula el procedimiento para alcanzar acuerdos previos de valoración entre la administración y los obligados tributarios mientras que los artículos 29 a 31 regulan los propio respecto a los acuerdos con otras Administraciones tributarias.



6.  Normativa Foral de Navarra

En la Comunidad Foral de Navarra, la regulación del impuesto sobre sociedades se establece en la Ley Foral 26/2016, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, «LFISN») y en el Decreto Foral 114/2017, de 20 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, «DFISN»). A pesar de que la normativa navarra de operaciones vinculadas es, con diferencia respecto a las restantes normativas forales, la que más sigue el marco creado por la normativa estatal, a continuación, se detalla el contenido que esta normativa contempla en lo referente a esta materia.

En términos similares a los recogidos por las normativas estatal y vasca anteriormente expuestas, la LFISN introduce en sus artículos 28 a 34 todo el régimen general de las operaciones vinculadas y del valor de mercado en estas operaciones. Así, el contenido de estos artículos es el siguiente:


	
•  En primer lugar, el artículo 28 regula los supuestos de vinculación por medio de 8 tipos de vinculación, tal y como lo hacía la normativa estatal. Además, este artículo introduce la obligación de valorar las operaciones vinculadas por su «valor normal de mercado», así como la potestad de la Administración para comprobar y regularizar, en su caso, este valor.

	
•  El artículo 29 introduce los cinco métodos de valoración habituales en la práctica de precios de transferencia, así como la cláusula de cierre que permite utilizar otros métodos de modo subsidiario en idéntico sentido al regulado en la normativa estatal y en las normativa vasca. Además, este artículo establece la potestad de comprobación y regularización que de estas operaciones dispone la Administración.

	
•  Por su parte, el artículo 30 regula las obligaciones de documentación y los principios de proporcionalidad y suficiencia que van a regir tales obligaciones. Además, se introduce la posibilidad de elaborar la documentación de un modo simplificado en aquellas personas o entidades vinculadas cuya cifra de negocios sea inferior a 45 millones de euros y las exoneraciones a la obligación de documentar. Por último, este artículo regula la obligación de información país por país y el contenido de tal reporte de información.

	
•  El artículo 31 regula el régimen de infracciones y sanciones aplicable a las obligaciones de documentación.

	
•  El artículo 32 introduce el concepto de valor de mercado aplicable a los servicios prestados por el socio profesional a su sociedad. En este caso, el concepto de valor de marcado está alineado a lo regulado por la normativa estatal en cuanto a que el 75% del resultado del ejercicio previo a la deducción de las retribuciones se corresponda la prestación de servicios de la totalidad de los socios profesionales a la entidad.

	
•  A continuación, el artículo 33 establece el régimen aplicable a los gastos derivados de la deducción de servicios intragrupo y de acuerdos de repartos de costes y, por último, el artículo 34 regula el régimen de los acuerdos previos de valoración.



Por otra parte, el DFISN introduce, en lo que respecta al desarrollo del régimen de operaciones vinculadas, los artículos 18 a 31 de cara a ampliar la regulación contenida por la ley:


	
•  En primer lugar, el artículo 18 introduce el análisis de comparabilidad y los cinco factores del análisis de comparabilidad en términos similares a los contenidos en las normativas estatal y vasca, anteriormente citados.

	
•  El artículo 19 establece los requisitos de los acuerdos de reparto de costes suscritos entre personas o entidades vinculadas.

	
•  Por su parte, el artículo 20 amplia las potestades de comprobación del valor de mercado de las operaciones vinculadas por parte de la Administración que se introducían en el artículo 29 de la ley del impuesto. Como continuación necesaria a esta potestad de comprobación, el artículo 21 introduce el necesario régimen de restitución patrimonial.

	
•  Los artículos 22 a 28 introducen todo el régimen regulador de los acuerdos previos de valoración, así como los acuerdo sobre operaciones vinculadas con otras Administraciones tributarias.

	
•  Respecto a las obligaciones de documentación, el artículo 29 se encarga de ampliar el contenido del artículo 30 de la ley del impuesto y enumera los dos principales documentos, el del grupo y el del contribuyente, que deben ser elaborados por los contribuyentes.

	
•  A continuación, el artículo 30 de este reglamento desarrolla el contenido que deberá incluir la documentación del grupo alineándose, a diferencia de las normas forales vascas, los apartados de la norma estatal.

	
•  Por su parte, el artículo 31 desarrolla la obligación de documentación específica del contribuyente en el que vuelve a alinearse con el contenido de la norma estatal.



7.  Plan General Contable

Por último, es preciso señalar la no menos importante normativa contable a estos efectos que, como es sabido, es el punto de partida en el resultado para tener en cuenta para el impuesto sobre sociedades. Tal es así que el Plan General Contable (en adelante, «PGC») vigente en la actualidad, aprobado por el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad, regula aspectos esenciales que repercuten en la tributación de las operaciones vinculadas.

En primer lugar, la norma de registro y valoración 21.ª del PGC introduce un concepto clave a estos efectos como es el valor razonable. Así, esta norma indica que «las operaciones entre empresas del mismo grupo, con independencia del grado de vinculación entre las empresas del grupo participantes, se contabilizarán de acuerdo con las normas generales». Además, precisa que «con carácter general, y sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado siguiente, los elementos objeto de la transacción se contabilizarán en el momento inicial por su valor razonable. En su caso, si el precio acordado en una operación difiriese de su valor razonable, la diferencia deberá registrarse atendiendo a la realidad económica de la operación. La valoración posterior se realizará de acuerdo con lo previsto en las correspondientes normas».

En este caso, la referencia a empresas del grupo parte del concepto que introduce el apartado 13.º de las normas de elaboración de cuentas anuales del PGC. Esta norma se alinea también al concepto fiscal de grupo que se explicaba con anterioridad ya que hace referencia también al artículo 42 del Código de Comercio.

El valor razonable debe ser el elemento sobre el cual pivote la valoración a efectos contables de las operaciones entre empresas que formen parte del mismo grupo. Además, el marco conceptual de la contabilidad del PGC, en su apartado 6.º, define el valor razonable como «el precio que se recibiría por la venta de un activo o se pagaría para transferir o cancelar un pasivo mediante una transacción ordenada entre participantes en el mercado en la fecha de valoración». Añade, a continuación, que dicho valor «se determinará sin practicar ninguna deducción por los costes de transacción en que pudiera incurrirse por causa de enajenación o disposición por otros medios. No tendrá en ningún caso el carácter de valor razonable el que sea resultado de una transacción forzada, urgente o como consecuencia de una situación de liquidación involuntaria».

Por último, se indica que este valor se debe estimar «para una determinada fecha y, puesto que las condiciones de mercado pueden variar con el tiempo, ese valor puede ser inadecuado para otra fecha. Además, al estimar el valor razonable, la empresa deberá tener en cuenta las condiciones del activo o pasivo que los participantes en el mercado tendrían en cuenta a la hora de fijar el precio del activo o pasivo en la fecha de valoración». Además, se va a introducir una primera referencia al valor de mercado como valor razonable al indicar esta norma que «con carácter general, el valor razonable se calculará por referencia a un valor fiable de mercado».

Se podría concluir, en definitiva, que el valor razonable es el importe por el que puede ser intercambiado un activo o liquidado un pasivo, entre partes interesadas y debidamente informadas, que realicen una transacción en condiciones de independencia mutua. Un concepto este muy similar al que se introduce en las distintas normas fiscales por lo que ambos conceptos deben estar alineados en la práctica. De hecho, en los comienzos de la obligación de documentación de operaciones vinculadas en España en 2008, la AEAT publicó un informe (29)  en el que indicaba que «se puede afirmar que hay bastante similitud entre la norma fiscal y la contable en cuanto a la obligación de valorar a precio de mercado, por lo que, en principio, el ajuste que debe hacer la empresa debe de ser un ajuste contable, salvo en casos excepcionales en que el valor razonable (contable) y el valor de mercado (fiscal) puedan diferir por la forma de determinación».

Sin embargo, tal y como indicaba la AEAT, esto no siempre sucede y la contabilidad no siempre refleja un valor razonable o de mercado para las operaciones vinculadas o, al menos, no siempre es un valor que logra satisfacer el criterio del contribuyente y de la Administración. De ahí que se derive la enorme importancia de elaborar una documentación de operaciones vinculadas que justifique certeramente que el valor otorgado a la operación vinculada es el adecuado.

Por otra parte, es preciso reseñar aquí el contenido que el PGC exige en la memoria de las cuentas anuales respecto a las operaciones con partes vinculadas. En concreto, la nota 23.ª del contenido de la memoria establece que «la empresa facilitará información suficiente para comprender las operaciones con partes vinculadas que haya efectuado y los efectos de las mismas sobre sus estados financieros, incluyendo, entre otros, los siguientes aspectos:


	
a)  Identificación de las personas o empresas con las que se han realizado las operaciones vinculadas, expresando la naturaleza de la relación con cada parte implicada.


	
b)  Detalle de la operación y su cuantificación, expresando la política de precios seguida, poniéndola en relación con las que la empresa utiliza respecto a operaciones análogas realizadas con partes que no tengan la consideración de vinculadas. Cuando no existan operaciones análogas realizadas con partes que no tengan la consideración de vinculadas, los criterios o métodos seguidos para determinar la cuantificación de la operación.


	
c)  Beneficio o pérdida que la operación haya originado en la empresa y descripción de las funciones y riesgos asumidos por cada parte vinculada respecto de la operación.


	
d)  Importe de los saldos pendientes, tanto activos como pasivos, sus plazos y condiciones, naturaleza de la contraprestación establecida para su liquidación, agrupando los activos y pasivos por tipo de instrumento financiero (con la estructura que aparece en el balance de la empresa) y garantías otorgadas o recibidas.


	
e)  Correcciones valorativas por deudas de dudoso cobro relacionadas con los saldos pendientes anteriores.


	
f)  Gastos reconocidos en el ejercicio como consecuencia de deudas incobrables o de dudoso cobro de partes vinculadas».



Tal y como se analizará más adelante, este contenido de la memoria debe elaborarse detalladamente y ser revisado por el profesional que prepare la documentación de operaciones vinculadas ya que contiene información muy relevante de cara a cumplir con las obligaciones de documentación y es imprescindible que la información proporcionada en ambos documentos (contable y fiscal) estén perfectamente alineados en la medida de lo posible.
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